
Tras realizar un pormenorizado análisis jurídico de todos los aspectos que confluyen en este complejo 
asunto, se recuerda al Ayuntamiento el deber que le incumbe de cumplir con lo establecido en las 
disposiciones y tratados internacionales de aplicación a fin de procurar las condiciones de igualdad y no 
discriminación de las personas con discapacidad en materia de empleo, recomendándole adoptar las 
medidas que procedan a fin de garantizar a la interesada su derecho a que se tramite y resuelva su solicitud 
de pase a segunda actividad.

Asimismo, se le sugiere la supresión o modificación del art. 10.4 del Reglamento de Segunda Actividad 
para Policía Local del Ayuntamiento de Sevilla (queja 19/0777) a fin de no impedir a estos funcionarios que 
se tramite y resuelva el derecho que tienen reconocido legalmente de pase a segunda actividad en aquellos 
casos que se vieran afectados por procesos de IPT.

Pendiente de recibir la contestación del Ayuntamiento a la Resolución formulada.

1.5.2.2.4. Adaptación de tiempo y medios para que las personas con discapacidad puedan 
realizar las pruebas de acceso al empleo público en igualdad de condiciones

De las quejas tramitadas durante el año 2019 por este motivo, cabe destacar las dos siguientes:

La queja 18/5884, en la que la persona interesada denuncia el incumplimiento de la normativa vigente 
sobre la adaptación de tiempo por razones de discapacidad para la realización de pruebas de acceso al 
empleo público en la Administración de la Junta de Andalucía.

En el informe de respuesta que nos remite el Instituto Andaluz de Administración Pública (IAAP) se reconoce 
que “no se realizó ninguna notificación a la persona interesada en relación a su solicitud de adaptación, 
ya que las adaptaciones solicitadas se atienden y gestionan informalmente por el órgano gestor (Servicio 
de Selección ) de forma coordinada con la Comisión de Selección competente, comunicándose en su caso, 
de forma verbal (sin perjuicio de su constancia en el expediente) a los interesados el acuerdo adoptado en 
relación a las adaptaciones solicitadas”.

Tras recordar los principio y normas legales que son de aplicación en este caso, y a fin de evitar en el futuro 
situaciones como la planteada en la queja, sugerimos al IAAP que se adopten las medidas oportunas para 
que, en las convocatorias de procesos selectivos de acceso al empleo público que dependan del mismo, 
se regule de forma precisa el procedimiento de resolución de las solicitudes de adaptaciones de tiempo 
y medios que pudieran realizar las personas con discapacidad participantes en estos procesos, así como 
la forma de notificación o publicitación de la decisión adoptada. Tras la valoración de la respuesta, de la 
Administración acepta el contenido esencial de la Resolución.

La otra actuación a comentar es la queja 19/0114, ante la alta de previsión en las pruebas de acceso a 
empleo público de personal docente, de adaptaciones tiempo y medios para personas con un grado de 
discapacidad inferior al 33%.

La persona interesada se dirige a esta Institución y solicita su intervención al no estar previstas las 
adaptaciones curriculares para quienes no tengan reconocido un grado de discapacidad inferior al 
33%, lo cual le impediría realizar las pruebas escritas previstas en las convocatorias para el acceso al 
Cuerpo de Profesorado de Educación Secundaria, “donde solo se prevén adaptaciones curriculares para 
discapacitados con un grado de discapacidad igual o superior al 33%”.

En el informe de la Administración tras hacer referencia a las normas por las que se rige la función pública 
docente y los procesos de selección del profesorado, se remite a la Orden PRE/1822/2006, de 9 de junio, 
por la que se establecen los criterios generales para la adaptación de tiempos adicionales en los procesos 
selectivos para el acceso al empleo público de personas con discapacidad, y concluye afirmando que 
“ninguna norma, ni estatal ni autonómica, hace referencia a posibles adaptaciones curriculares en los 
procedimientos selectivos para el personal con una discapacidad reconocida inferior al 33%”.

Tras poner de manifiesto la disminución de capacidades de las personas afectadas por una discapacidad, 
aunque sea inferior al 33%, así como el régimen que entendemos de aplicación en estos casos, se concluye 
con Resolución dirigida a la Consejería de Educación y Deporte en la que se sugería que promoviera 
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las medidas oportunas a fin de que, en las convocatorias de acceso a la función pública docente, se 
prevean medidas de adecuación de tiempos y medios que fueran necesarias para garantizar la igualdad 
de oportunidades de aquellas personas que, cualquiera que fuera el grado de discapacidad que tuvieran 
reconocido, acreditaran estar afectadas por limitaciones físicas, mentales, intelectuales o sensoriales que 
dificultaran, objetivamente, el desarrollo de las pruebas selectivas en las que fueran a participar en este 
ámbito, a fin de competir en condiciones de igualdad con el resto de participantes en las mismas. La 
Sugerencia ha sido rechazada por la Administración educativa.

1.5.2.3. El principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el ámbito del 
acceso al empleo público y el desarrollo de las condiciones de trabajo

Durante el año 2019 se han seguido tramitando quejas que afectan al principio constitucional de igualdad 
de trato entre hombres y mujeres para el acceso al empleo público y el desarrollo de las condiciones de 
trabajo. Entre las quejas tramitadas en este ejercicio que afectan a la efectividad de dicho principio, cabe 
destacar las siguientes quejas:

1.5.2.3.1. Discriminación por no contabilización de los periodos de baja maternal/paternal 
como servicios prestados a los efectos de procesos de movilidad interna en el SAS

La queja 18/1505, en la que la interesada denuncia una posible vulneración de sus derechos ante la no 
contabilización de los periodos de baja maternal como servicios prestados a los efectos de procesos de 
movilidad interna, aunque sí sean reconocidos para la contratación en la Bolsa Única del SAS y Ofertas 
Públicas de Empleo.

En el informe que nos dirige la Administración sanitaria se remite a la normativa de aplicación reguladora 
de estos procesos, la Resolución de la Dirección General de Profesionales del Servicio Andaluz de Salud, 
de 22 de septiembre de 2017, modificada parcialmente por Resolución de dicha Dirección General de 
30 de octubre de 2018, que considera la situación de maternidad como una situación especial a efectos 

de su cómputo como experiencia profesional en el 
proceso de selección de personal estatutario temporal, 
no considerándose como tal sin embargo, en dicha 
normativa ni en las bases reguladoras de los procesos 
de movilidad interna convocados en este ámbito, en los 
procesos de movilidad funcional.

Tras la exposición pormenorizada de la regulación 
legal y doctrina jurisprudencial sobre igualdad por 
razón de sexo al caso planteado en la presente queja, 
concluimos que la negativa a reconocer a la interesada 
el derecho a que le sea computado como servicio 
efectivo los periodos de baja por maternidad en los 

procesos de movilidad interna, pudiera afectar a su derecho a no ser perjudicada ni discriminada por 
encontrarse en dicha situación.

Dicho proceder, consideramos que podría contravenir lo preceptuado en las normas y doctrina 
jurisprudencial referidas y, más concretamente, lo dispuesto en los artículos 3 y 8 de la Ley Orgánica 3/2007, 
de 22 de marzo, de Igualdad efectiva entre Mujeres y Hombres, que establecen que el principio de igualdad 
de trato entre hombres y mujeres supone la ausencia de toda discriminación directa o indirecta por razón 
de sexo y, especialmente, las derivadas de la maternidad, especificándose que todo trato desfavorable a las 
mujeres relacionado con el embarazo y la maternidad constituye discriminación directa por razón de sexo.

Somos conscientes, como aduce la Administración sanitaria en su informe, de que no existe una regulación 
concreta de la situación planteada que posibilite el cómputo de la experiencia profesional en los procesos 
de movilidad funcional en estos casos, pero ello no puede obstar a que se haga efectivo este derecho, 
como reclama la interesada, en la resolución de los mismos. Y ello, porque el marco legal y jurisprudencial 

“Igualdad de trato 
entre hombres y 
mujeres para el acceso 
al empleo público”
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